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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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ESCRITO DE FORMULACIÓN DE EXCEPCIONES EN EL PROCESO EJECUTIVO LABORAL. El proceso ejecutivo laboral tiene regulación especial a partir del artículo 100 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social; no obstante, el término de traslado de la notificación del auto que libra mandamiento de pago y la oportunidad para presentar excepciones de mérito, no se precisan en esa codificación, motivo por el cual, en virtud a lo establecido por el artículo 145 ibídem, tal actuación procesal debe regularse por las disposiciones establecidas en el Código General del Proceso. Es así entonces que el artículo 443 del CGP establece que el término para formular excepciones de mérito es de 10 días, contados a partir del día siguiente a la notificación del auto que libró el mandamiento de pago. Es claro entonces que siendo las normas procesales de obligatorio cumplimiento, la parte demandada tiene la carga de ejercer su derecho defensa frente a la obligación que le imputa quien lo ha convocado a juicio, so pena de asumir las consecuencias procesales que del silencio se derivarían en su contra, que no son otras que dar continuidad al respectivo trámite, en el cual ya no existe la posibilidad de ser escuchado. En esos términos, el elemento de la oportunidad es un presupuesto que determina la validez y la eficacia del anunciado acto procesal, pues el escrito de excepciones solo producirá los efectos que están previstos en las leyes adjetivas, cuando haya sido realizado atendiendo los términos procesales otorgados para esos fines. Ahora, la eficacia de la respuesta de la demanda tiene operancia cuando el memorial que contiene esta manifestación ha sido presentado oportunamente ante la autoridad judicial competente, pues si dicho acto procesal se surte ante un juez diferente al que tiene el conocimiento del asunto litigioso, no podrá entenderse, bajo ninguna circunstancia, que en efecto hubo oposición oportuna a la demanda.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, quince de noviembre de dos mil diecisiete
Acta número       del 15 de noviembre de 2017
En la fecha, procede la Sala de Decisión Laboral No 2º a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte ejecutada contra el auto de fecha 10 de noviembre de 2016 por medio del cual el Juzgado Tercero Laboral del Circuito rechazó la contestación de la demanda ejecutiva laboral que promueve el señor ARLEY BERNAL MEDINA a la SOC. INVERSIONES SALAZAR PINILLOS S. EN C.S., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2004-00718-01.

ANTECEDENTES

Luego de iniciada la acción ejecutiva a continuación del proceso ordinario laboral, la Sociedad Salazar Pinillos S. en C.S. fue notificada personalmente del auto que libró mandamiento de pago el día 11 de agosto de 20016, concediéndole cinco (5) días para pagar y diez (10) para proponer excepciones, los cuales, según constancia visible a folio 185, transcurrieron en silencio, siendo remitido, por parte del Juzgado Segundo Laboral del Circuito,  escrito de excepciones que correspondía a dicho asunto,  por fuera de ese término.

Como consecuencia de lo anterior, en auto de fecha 6 de septiembre del año 2016 la juez A-quo dispuso no atender la contestación ni las excepciones propuestas por la Sociedad ejecutada, motivo por el cual ordenó continuar con la ejecución e impuso costas en su contra.
Fijadas y liquidadas las costas, con escrito de fecha 29 de septiembre de 2017, la parte ejecutada solicitó que se dejara sin efecto el auto por medio del cual se tuvo por no contestada la acción, pues considera que el error en el que incurrió es justificable dado que la mayoría del trámite fue adelantado por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión y en virtud a ello fue que presentó, de manera oportuna,  el escrito de excepciones ante el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad.

Refirió también que lo anterior, no fue considerado por la funcionaria de primer grado, porque dio prioridad de manera rigurosa y excesiva a las normas procesales sacrificando garantías fundamentales como el derecho de defensa y contradicción, pues la dejó sin ninguna oportunidad de defenderse en el litigio al impedir el estudio de las excepciones propuestas.
En auto de fecha 10 de noviembre de 2016 el juzgado negó la anterior solicitud al verificar que la parte ejecutada se vinculó al trámite después que ese despacho asumió el conocimiento del proceso, una vez finalizaron las medidas de descongestión en la ciudad, por lo tanto no había lugar a confundirse, pues en el periodo que el proceso estuvo bajo la dirección del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión no intervino en el trámite.
Se indicó además que en el aviso que le fue remitido a la parte ejecutada se identificó de manera correcta el juzgado que tenía el conocimiento del proceso y al cual debía dirigirse a efectos de realizar la notificación personal –fl 173-, información que resultó suficiente para que su representante legal concurriera al despacho con este fin, conforme lo indica la diligencia visible a folio 177 del expediente, en cuya acta se observa claramente que el Juzgado que tiene a cargo el trámite del proceso es el Tercero Laboral del Circuito de Pereira.

Por lo anterior, estimó la a quo que el error en el que incurrió la llamada a juicio fue por descuido de su procurador judicial que no tuvo la precaución de verificar en qué juzgado radicaba el escrito, pues ninguna duda tenía respecto al despacho en el cual se estaba surtiendo el proceso, ya que el poder fue diligenciado correctamente, infiriendo que fue la premura del tiempo lo que lo llevó a equivocar la radicación del documento.
Como fundamento jurisprudencial trajo a colación lo dispuesto por esta Corporación en su composición inicial, en providencia de fecha 24 de abril de 2013, Radicación No 2012-00429-01 y lo dispuesto por la Corte Constitucional en la T-431-99.

Inconforme con la decisión la sociedad ejecutada insistió en que el error en que incurrió fue inducido por el hecho de que tanto el auto que libró mandamiento de pago como el que declaró la nulidad de todo lo actuado, antes de la diligencia de notificación, fue proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión.

Refiere también que el escrito de formulación de excepciones fue presentado dentro del término legal en un juzgado de igual categoría, especialidad y denominación numérica al que conoció inicialmente el trámite, elementos estos que sirven de fundamento para considerar que se presentó un error excusable.
Precisó también, luego de traer a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de solicitar la nulidad, que la jurisprudencia traída a colación en la decisión recurrida, claramente trata de situaciones disímiles, dado que las circunstancias que llevaron a los litigantes a incurrir en los yerros enrostrados no son las mismas que rodearon el presente caso.
CONSIDERACIONES:

PROBLEMA JURÍDICO

El asunto objeto de análisis plantea el siguiente problema jurídico:
¿Se puede considerar contestada la demanda cuando el memorial ha sido radicado dentro del término de traslado pero en un juzgado diferente al que corresponde el conocimiento del litigio?

Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. DE LOS TÉRMINOS PROCESALES
Dispone el artículo 13 del Código General del Proceso que “Las normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa en la Ley”.

En ese sentido, se tiene entonces que las normas que regulan los diversos procedimientos deben ser rigurosamente observadas tanto por las partes como por los funcionarios judiciales y esto implica, indefectiblemente el cumplimiento de los términos legales dispuestos en las diferentes codificaciones, de allí que el artículo 2º ibídem establezca como una disposición general el acceso a la justicia, garantizando el respeto por el debido proceso y la verificación oportuna de los términos procesales.

A su vez el artículo 117 de la misma obra, dispone que “Los términos señalados en este código para la realización de los actos procesales de las partes y los auxiliares de la justicia, son perentorios e improrrogables, salvo disposición en contrario”, debiendo el juez velar por su estricto cumplimiento.

2. DEL ESCRITO DE FORMULACIÓN DE EXCEPCIONES EN EL PROCESO EJECUTIVO LABORAL.

El proceso ejecutivo laboral tiene regulación especial a partir del artículo 100 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social; no obstante, el término de traslado de la notificación del auto que libra mandamiento de pago y la oportunidad para presentar excepciones de mérito, no se precisan en esa codificación, motivo por el cual, en virtud a lo establecido por el artículo 145 ibídem, tal actuación procesal debe regularse por las disposiciones establecidas en el Código General del Proceso.

Es así entonces que el artículo 443 del CGP establece que el término para formular excepciones de mérito es de 10 días, contados a partir del día siguiente a la notificación del auto que libró el mandamiento de pago.

Es claro entonces que siendo las normas procesales de obligatorio cumplimiento, la parte demandada tiene la carga de ejercer su derecho defensa frente a la obligación que le imputa quien lo ha convocado a juicio, so pena de asumir las consecuencias procesales que del silencio se derivarían en su contra, que no son otras que dar continuidad al respectivo trámite, en el cual ya no existe la posibilidad de ser escuchado.
En esos términos, el elemento de la oportunidad es un presupuesto que determina la validez y la eficacia del anunciado acto procesal, pues el escrito de excepciones solo producirá los efectos que están previstos en las leyes adjetivas, cuando haya sido realizado atendiendo los términos procesales otorgados para esos fines. 

Ahora, la eficacia de la respuesta de la demanda tiene operancia cuando el memorial que contiene esta manifestación ha sido presentado oportunamente ante la autoridad judicial competente, pues si dicho acto procesal se surte ante un juez diferente al que tiene el conocimiento del asunto litigioso, no podrá entenderse, bajo ninguna circunstancia, que en efecto hubo oposición oportuna a la demanda. Así lo ha explicado la Sala de Casación Laboral en sede de tutela
, cuando, en relación al tema de la oportunidad para presentar el recurso de apelación, señaló lo siguiente:

“De conformidad con lo preceptuado por la CN Arts. 13, 29, 228 y 229, los términos procesales son perentorios para las partes, esto es, improrrogables. Luego, la presentación de determinada actuación una vez vencido el término legalmente dispuesto para ello, extingue la posibilidad de las partes de lograr la misma consecuencia procesal que hubiesen obtenido  en caso de haberla efectuado en tiempo.

Aunado a lo anterior, se tiene que si bien las autoridades judiciales gozan de autonomía e independencia en la toma de decisiones, tal facultad tiene una limitante, cual es la normatividad aplicable a cada caso y el respeto por los derechos fundamentales de las partes; aspectos estos que no fueron armonizados en las providencias emitidas por el juez accionado y que a través de este mecanismo constitucional se atacan, pues al tener por contestada la demanda, aún a pesar de que la misma no se radicó en el despacho de conocimiento dentro del término legalmente concedido para ello, únicamente se premió la falta de diligencia y previsión de una de las partes en contienda.

Sobre esta puntual temática, la Sala ya tuvo oportunidad de pronunciarse y definir que para efectos procesales, la fecha en la que se debe considerar como presentada la contestación de la demanda es el día en que se reciba en el Juzgado de conocimiento. En consecuencia, no puede tenerse en tiempo una respuesta radicada en forma extemporánea, por el hecho de haberse dirigido y radicado en un despacho distinto, debido a la falta de cuidado del apoderado, máxime cuando los términos son de obligatorio cumplimiento y perentorios para las partes”.
Ese pronunciamiento anterior al que hace referencia el órgano de cierre de la especialidad, es la sentencia proferida dentro del Rad. 31536 de 2013, en donde se indicó:

“[S]i bien es cierto el postulado de prevalencia del Derecho sustancial implica el reconocimiento de que las finalidades superiores de la justicia no pueden resultar sacrificadas por razones consistentes en el culto ciego a reglas procesales o a consideraciones de forma no indispensables para resolver en el fondo el conflicto del que conoce el juez, ello en modo alguno implica la inexistencia, la laxitud o la ineficacia de toda norma legal obligatoria para quienes participan en los procesos, o la eliminación, per se, de las formas indispensables para que los juicios lleguen a su culminación -pues allí está comprometido el derecho sustancial de acceso a la administración de justicia-, ni, mucho menos, puede significar la absoluta pérdida del carácter perentorio de los términos procesales, de lo cual se sigue que todos estos elementos integran la "plenitud de las formas propias de cada juicio", contemplada como factor esencial del debido proceso y por lo tanto no constituyen simplemente reglas formales vacías de contenido sino instrumentos necesarios para que el derecho material se realice objetivamente y en su oportunidad, todo lo cual repercute necesariamente en derecho a la igualdad de las partes intervinientes en un determinado litigio.
De acuerdo con lo anterior, si en la providencia censurada se admitió a trámite la contestación de la demanda, con el argumento de haber sido “presentada” en tiempo porque “la falta de cuidado en la actuación de la parte demandada” no constituye un yerro protuberante, esto es, el haberla entregado en otro despacho judicial el día en que precisamente vencía el término legal para el efecto, menester es concluir que aquélla deviene como violatoria de los derechos fundamentales al “debido proceso” e “igualdad”, pues, así concebida, debe calificarse de caprichosa o antojadiza por carecer efectivamente de fundamento objetivo, esto es, por el hecho de no haberse considerado que tales derechos fundamentales se deben predicar no sólo respecto al punto específico del manejo de los términos legales y su repercusión frente a los principios citados, sino en relación de los efectos que una decisión de tal naturaleza tiene en los derechos de la contraparte.

Dicho de otra manera, si la respuesta a la susodicha demanda fue recibida en el juzgado de conocimiento el día 6 de junio de 2012, mientras que el fenecimiento del término legal para el efecto ocurrió el 23 de mayo anterior, los fundamentos que se utilizaron para deducir que sí era admisible, no consultan las reglas mínimas de razonabilidad y, por lo tanto, esa decisión es más bien el resultado de un juicio irrazonable o arbitrario, más aún cuando, desde el punto de vista estrictamente jurídico, existen normas de las cuales puede inferirse, en ejercicio de una interpretación armónica o sistemática,  que en el caso particular de la contestación de la demanda y para efectos meramente procesales, ésta se debe considerar presentada “el día en que se reciba en el despacho de su destino” o, lo que es lo mismo, “si llega a la secretaría antes de que venza el término del traslado”, de acuerdo con lo indicado en la parte final del artículo 84 del C.P.C.,  no obstante la modificación introducida por el artículo 41 de la Ley 1395 de 2010 respecto a la “autenticidad de la demanda”, y a lo establecido en el  inciso 2 del artículo 373 ibidem, en su orden, aplicables al procedimiento laboral por la remisión normativa que autoriza el artículo 145 del C.P.L. y de la S.S.” (Resaltado del texto original).

Así las cosas, de los argumentos esbozados se deduce, que la contestación de la demanda es eficaz cuando ella ha sido presentada oportunamente ante el Juez que tiene la competencia para surtir el trámite de la misma, puesto que es un deber de los litigantes actuar con sumo cuidado y diligencia cuando se enfrentan a este tipo de actuaciones judiciales, no solo para dar cumplimiento a los términos procesales, sino también, en tratándose del ejercicio profesional de abogado, para cumplir cabalmente, con los deberes que son inherentes al ejercicio de la abogacía. 

CASO CONCRETO

Lo primero que debe indicarse es que el presente asunto es un proceso ejecutivo laboral a continuación del proceso ordinario laboral, que fue tramitado inicialmente por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira y, posteriormente,  en virtud a las medidas de descongestión establecidas en los Acuerdos PSAA12-9509, CSHRA12-122 y PSAA12-9781 de 2012, conocido, en este orden, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión, el Juzgado Segundo Adjunto del Juzgado Tercero Laboral del Circuito, retornando el 21 de enero de 2013 al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión de esta ciudad –fl 143-, para finalmente ser remitido al Juzgado Tercero Laboral del Circuito una vez finalizaron las citadas medidas.
Ahora, al revisar las actuaciones procesales surtidas ante los Juzgados creados con el fin de descongestionar el área laboral, se pudo verificar que, tal y como indicó la juez de la causa, en ninguna de ellas intervino la parte ejecutada. 
En cuando al trámite impartido por el Juzgado de origen se tiene que éste se limitó a surtir en debida forma la notificación del auto que libró mandamiento de pago, toda vez que el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión, mediante auto de fecha 28 de agosto de 2015, había declarado la nulidad por la inadecuada notificación de la sociedad ejecutada –fl 160-.
En el acta de notificación personal que se observa a folio 177 del expediente, consta que el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, al momento de realizar dicha diligencia, hizo entrega a la representante legal de Inversiones Salazar Pinillos S. EN C.S. de copias de la demanda ejecutiva, el mandamiento de pago, el auto que ordenó nuevamente la notificación y de la actuación que se estaba surtiendo.

De acuerdo con ello, es claro entonces que en el traslado entregado a la demandada, sólo la providencia que decretó la nulidad de todo lo actuado, fue proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión, las demás actuaciones fueron realizadas por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, incluido el aviso que fue librado antes de la notificación personal de la iniciación de la acción ejecutiva, el cual también se encontraba en poder de la parte pasiva, pues de otro modo no habría concurrido al Juzgado como lo hizo.

Todo lo anterior para desestimar los argumentos del recurrente encausados a sostener que, en este caso particular, el yerro en que incurrió es excusable, porque como viene de verse, dentro del traslado entregado a la ejecutada en la diligencia de notificación, sólo el auto que decretó la nulidad y ordenó realizar correctamente la notificación por aviso, fue proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión, los demás corresponde a actuaciones surtidas por el actual juzgado de conocimiento –Tercero Laboral del Circuito-, siendo incluso la providencia foránea irrelevante para formular la excepciones previas o de mérito a que hubiera lugar.
A más de lo expuesto, ninguna justificación tiene el que el escrito haya sido radicado en el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, cuando el  Juzgado que intervino previamente en el trámite era el Segundo Laboral del Circuito de Descongestión, mismo que despareció el 30 de enero de 2016, al finalizar las medidas que dieron lugar a su creación y el que, de paso sea dicho, no se encontraba ubicado en el Palacio de Justicia de esta ciudad –Negrillas para resaltar-.
Es más, como también lo advierte la decisión alegada, el procurador judicial de los ejecutados con tiempo suficiente para formular excepciones, elaboró correctamente el poder que firmó la representante legal del Inversiones Salazar Pinillos S. en C. S., dos días después de la notificación personal, lo que muestra a las claras que la entrega equivocada fue por evidente descuido y no por situaciones procesales que hubieren podido generar tal circunstancia.  
De acuerdo a lo expuesto con antelación, estima la Sala que la parte actora contaba con toda la información necesaria para radicar en debida forma y en término el escrito de excepciones, de ahí entonces, que no sean de recibo los argumentos que expone para dar eficacia al escrito de excepciones que presentó ante una autoridad judicial diferente a la que correspondía, con apoyo y sustento en argumentos que lo único que demuestran es su propia culpa: “Nemo auditur propriam turpitudinem allegans”.
En ese orden de ideas, la decisión adoptada por el Juez A-quo se encuentra conforme a derecho, dado que aplicó las reglas pertinentes para resolver procesalmente la omisión en la que incurrió la entidad demandada. En consecuencia se confirmará la susodicha decisión.         

Costas en la instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR, por las razones aquí esbozadas, la decisión impugnada.

SEGUNDO: CONDENAR en costas a la parte recurrente en un 100%
Notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
� STL-3413-2013
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